Informe sobre la Reunión Regional de Expertos con respecto a la Protección de los Bienes Culturales en caso de conflicto armado, realizada durante los días 13 y 14 de mayo del 2002, en Lima, Perú.
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Los conflictos armados, sean cual fuere su naturaleza, dimensión o índole; constituyen escenarios que atentan contra el ser humano, su obra y su entorno vital; generando en forma inevitable y dolorosa muertos, heridos, desplazados y refugiados; así como destrucción material, entre otras situaciones. Sin embargo, la historia ha demostrado que no solamente el ser humano como tal se ve afectado por tales contextos. Las hostilidades armadas han sido también un marco de destrucción “del testimonio de la actividad creadora del hombre, es decir, las artes, los monumentos, los edificios de culto y otros símbolos de su herencia cultural”.

Frente a esta realidad, el DIH constituye un inmenso esfuerzo para establecer un marco normativo que permita mantener dentro de límites civilizados, la conducta de los Estados y de los individuos en el contexto de una guerra. Así, mediante diversos instrumentos internacionales surgidos tras la sangrienta hecatombe de la I Guerra Mundial, el DIH regula no sólo aspectos cruciales como la preservación de la vida e integridad física de las personas, combatientes y no combatientes, sino también el tema que hoy nos reúne, la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado. 

En tal sentido, tres son los instrumentos fundamentales del DIH sobre esta última materia: la Convención de La Haya de 1954 sobre protección de bienes culturales en caso de conflicto armado y, sus dos Protocolos, el primero de 1954 y, el segundo de 1999. Para el DIH, proteger a la población civil de los efectos nocivos de los conflictos armados implica también proteger los bienes de la misma, lo cual se sustenta en el principio según el cual respetar la dignidad de una población es también respetar su cultura.

Precisamente, reconociendo la pertinencia de una mayor participación de los Estados de esta región en los citados instrumentos, en el marco del párrafo quinto de la Resolución AG/RES 1904, de 4 de junio del 2002, la Asamblea General de la Organización de Estados Americanos resolvió “invitar a los Estados Miembros que aún no lo hubieren hecho a que consideren hacerse parte de la Convención de la La Haya de 1954 para la Protección de los Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y su Protocolo de 1954, así como del Segundo Protocolo, de 1999, sobre protección reforzada”.

Cabe señalar, que el Perú es Estado Parte tanto de la Convención de La Haya de 1954, como de su primer Protocolo de ese mismo año. Asimismo, el Gobierno del Presidente Alejandro Toledo se encuentra próximo a remitir el texto oficial del Segundo Protocolo del año 1999 al Congreso de la República, para su aprobación legislativa y posterior ratificación por el Poder Ejecutivo.

Respecto a las expectativas de una adecuada protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, si bien es cierto que un alto grado de participación de los Estados en los tratados sobre la materia resulta ser un paso adelante, se hace imperioso además, que los Estados adopten en el marco de sus ordenamientos internos una serie de medidas de carácter legislativo y/o administrativo que hagan posible la efectiva aplicación de las normas contempladas en dichos tratados.

Partiendo de esta premisa, el Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú, junto con el Instituto Nacional de Cultura -entidad peruana competente en el ámbito de la protección de los bienes culturales-, la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del DIH (CONADIH) –órgano consultivo del Poder Ejecutivo en materia de implementación del DIH en el marco del ordenamiento jurídico peruano-, y el Comité Internacional de la Cruz Roja, en colaboración con la UNESCO, organizaron la Reunión Regional de Expertos denominada “Proteger los bienes culturales en caso de conflicto armado: Implementación, en el plano nacional, de la reglamentación internacional sobre la materia” , que se realizó en Lima, en la sede de la Cancillería, el 13 y 14 de mayo del 2002.

El antecedente de esta reunión fue la Reunión de Expertos sobre protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado, realizada en Ginebra, el 5 y 6 de octubre del 2000, convocada por el CICR en coordinación con UNESCO.  Cabe reconocer que el CICR es una institución humanitaria, imparcial e independiente, que dentro del marco de su mandato (conferido por la propia comunidad internacional) y a través de su Servicio de Asesoramiento en DIH, apoya a los Estados en el proceso de adopción de tales medidas. 

La reunión de Lima contó con la participación de expertos de diversos países de América Latina, un experto de la Sección de Normas Internacionales, de la División del Patrimonio Cultural de UNESCO y un experto militar español, que concentró especial atención en el examen de las medidas destinadas a aplicar eficazmente las normas existentes en este ámbito, como son la atribución de responsabilidades por parte de las autoridades competentes; la represión de las violaciones de las reglas sobre protección de bienes culturales en caso de conflicto armado y la educación, sensibilización de las fuerzas armadas, fuerzas públicas y autoridades civiles.

El evento permitió conocer los avances de algunos países de la región en esta materia. Así, resultó una referencia significativa la legislación de Cuba, Guatemala, Nicaragua y Venezuela. Con respecto a la represión de violaciones a las normas sobre protección de bienes culturales en caso de conflicto armado, el Código Penal Español de 1995 fue asimismo materia de revisión.

Entre las ideas que merecieron especial mención en la mesa final del referido evento, podemos mencionar en primer término, la inquietud por la preservación de la herencia cultural intangible. En efecto, la Convención de La Haya protege la herencia cultural tangible, material; sin embargo, no se recoge toda una riqueza que circunda al concepto de cultura, como por ejemplo las tradiciones, el folklore, entre otros. En ese sentido, se comentó que uno de los riesgos contra el patrimonio cultural intangible es precisamente el que atañe a la voluntad de algunos grupos de imponer su cultura sobre la de otros. 

Otro aspecto destacado fue el relativo a la necesidad de que algunos de los Estados suscriptores de la Convención de la Haya culminen los respectivos procesos de ratificación y se cumpla con notificar al depositario del tratado, debiendo transmitir el documento oficial respectivo al Director General de la UNESCO en el caso de los protocolos de la Convención de la Haya, por ser depositario de éstos últimos.

Por otro lado, la inscripción nacional para la protección de bienes culturales quedó evidenciada como una condición fundamental dentro de la labor de preservación de los mismos.  Y aquí se presenta un importante punto de contacto con la actual problemática en nuestro continente relativa al tráfico ilícito de estos bienes. La importancia y utilidad de la inscripción de bienes culturales en la lucha contra el tráfico ilícito de los mismos es de particular relevancia, actividad delictiva particularmente activa en países como Guatemala, Perú, El Salvador y Colombia. En este sentido, el CICR ha tenido particular interés en promover una interacción entre los organismos y los especialistas nacionales con la finalidad que se conozcan las reglas existentes para la protección de bienes culturales en tiempos de conflicto armado.

Quedó claro en la Reunión de Expertos, que ésta es una labor de largo aliento que recién se inicia y que requiere fundamentalmente el concurso de los Estados, así como el apoyo de Instituciones como el CICR para que se logren avances concretos en la materia.

Por lo tanto, los Estados debemos dar los primeros pasos para trabajar conjuntamente a fin de plantear adecuadamente el tema ante la UNESCO, toda vez que este organismo presta atención al esquema de protección de bienes culturales en caso de conflicto armado sólo en la medida en que nuestros países estén interesados en ello.  Para tales efectos, resulta indispensable, como lo ha demostrado la Reunión de Expertos de Lima, que las comisiones nacionales sean las primeras en tomar conciencia de la necesidad de poner en aplicación el DIH, particularmente en lo que respecta a la materia que concita nuestra atención.

Una experiencia tan dolorosa como la de los Balcanes evidenció que la protección del individuo no era suficiente, siendo necesario proteger también su cultura. Esta reflexión debe ser trasladada al plano regional, donde es necesario establecer contactos bilaterales entre expertos.

Se busca construir en el plano nacional en relación a la protección de los bienes culturales, para luego identificar los progresos y compartirlos con los países de la región.  Es así como ha surgido la idea de que las comisiones de aplicación de DIH mantengan reuniones por lo menos una vez al año dedicadas específicamente al tema relativo a la protección de bienes culturales en caso de conflicto armado.

En el Perú falta hacer el inventario de los bienes culturales que ameritan una protección en los términos de la Convención de 1954 y sus Protocolos. Sin embargo, el INC viene trabajando en el nivel de concientización sobre la necesaria protección del patrimonio cultural, tal como lo afirmó la Arq. Bertha Estela Benavides, Directora Gral. De Patrimonio Monumental e Histórico del Instituto Nacional de Cultura.

Así, frente al reconocimiento de que muchas otras normas de DIH, en el caso de las normas relativas a la protección del patrimonio cultural en caso de conflicto armado, éstas no son normas de carácter auto ejecutivo y, por lo mismo, requieren de una serie de normas de Derecho Interno para ser efectivamente aplicadas. El Perú, contando con el apoyo y la asesoría del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) y sobre la base del intercambio de los expertos participantes en la pasada Reunión Regional de Lima, se encuentra articulando, a mediano plazo, un proceso integral de implementación de la normativa internacional que atañe a este ámbito.

· Para ello, en primer lugar, se tiene en cuenta que a nivel de la represión por las violaciones de las normas en cuestión, se encuentra el proceso de tipificación de los crímenes de guerra de competencia de la Corte Penal Internacional en el marco del Código Penal peruano -proceso encargado por ley a una comisión especial- para cubrir esencialmente este requerimiento. Asimismo, un proyecto de reforma del Código de Justicia Militar contempla una tipificación concreta sobre el particular.

· En segundo lugar, con respecto a la necesaria identificación, inventario, registro y señalización de los bienes culturales peruanos que debieran ser protegidos en caso de conflicto armado, se ha establecido un contacto formal entre la Comisión Nacional de Estudio y Aplicación del DIH (CONADIH) y el Instituto Nacional de Cultura (INC) del Perú para estos efectos. Es así que sobre la base de un trabajo asociado entre ambas instituciones, el Perú ha determinado trabajar sobre la materia en el marco del año 2003.

· En tercer lugar, en relación con la educación, sensibilización y formación de las fuerzas armadas, cabe resaltar que dichas tareas podrán ser abordadas en detalle por parte del Centro de DIH de las Fuerzas Armadas, recientemente inaugurado y que tiene por mandato esencial apoyar la formación de los miembros de las Fuerzas Armadas en materia de DIH.

Finalmente, tomando en cuenta el nutrido patrimonio cultural de los países de la región, es de considerar que abordar el tema referido a la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado redunda en beneficio del propio patrimonio cultural de la región. De allí que deba resaltarse positivamente la preocupación e incentivo que, sobre la materia, la OEA materializa a través de las resoluciones de la Asamblea General relativas al respeto y promoción del DIH.
